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ASUNTO

Se decide la impugnación interpuesta por la sociedad SEGUROS GENERALES

SURAMERICANA S.A.,  frente a la sentencia proferida el día  18 de marzo de  2021,

mediante la cual el Juzgado Trece Civil Municipal de esta ciudad, concedió el amparo

tutelar promovido por el señor JUAN ALBERTO FONSECA TAPIAS contra SEGUROS

GENERALES SURAMERICANA S.A.

ANTECEDENTES

-J
1.-   El   gestor   suplicó   la   protección   constitucional   de   los   derechos

fundamentales a la vida, salud y dignidad humana, presuntamente vulnerados

por la compañía acusada.

2.-Arguyó, como sustento de su reclamo, en sintesis,1o siguiente:

2.1.-Refiere,  el  accionante  que  wfuz/o  ttn  acci.cze7ife  cze  fránst.€o  ez  cZÍcz  5  cze

septiembre  del  año  2021  en Za motocj,cleta iderúiftcada corL la plcLca N® JOX78F

mczrcci  BA/AJr ¿írLeci  BOXER  S  mocze!o  2020»,  diciendo  que  dicho  rodante  w£e"'a

SOAT    rtúmero     26248625     de     1,a     aseguradora     SEGUROS     GENERALES

SURAMERICANA S.A.ii

2.2.-En esa línea de sucesos, el promotor narra que wez médico frafcz7tfe DR

ORLANDO  ARDILA,   especialista  en  ortopedia  g  trauma±ología  [le]   orderLÓ  iJ.rL

programa terapéutico, pero rto ha podido asistir a realjzárselo porque ri,o cuert±a
con los recursos económicos para desplazarse az centro terapéutico».
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3.-   Pidió,   conforme   lo   relatado,   que   se   le   amparen   sus   derechos

fundamentales; y como consecuencia de ello,  solicita se ordene wci! Dírecfor c!e Zcz

Aseguradora Seguros General,es Surcmericana S.A y/ o a quien coiTesponda qu,e
en el término de cuarema g ocho (48) hj)ras crulorice transporte paTa qu.e pueda

asistir az progra:ma terapéuíico todos Zos días,  según 1.o ordenado por el médico
tra±cm±e g por el tiempo que reqriercLn l.as terapias, ga que [dice] tierLe corrLo seguir

suf.ragc[ndo el trcmsporte g rLo tiene un famitiar que se pueda hacer caTgo del pago

cze  €rcznspo7te pcirci  fe7-apt.czs» y  que  se  prevenga  al  Director  de  la  Aseguradora

Seguros  Generales  Suramericana  S.A.,  que  tíno  i/uezua cz i.7icum.r en lczs czccÍo7tes

que dieron mértio a irriciar esta acción de tutelcv].

4.-Mediante proveído de 28 de enero de 2022, el cz quo admitió la solicitud

de  protección  y  vinculó  a  las  entidades  E.P.S.  SURA  S.A.  y  a  la  CLÍNICA  DE

FRACTURAS S.A, y el  1 fl  de febrero de 2022 concedió la salvaguarda suplicada,

inconforme  con  esa  dei:erminación  SEGUROS  GENERALES  SURAMERICANA

S.A., impugnó el fallo tutelar.

5.- El despacho a través del auto fechado 7 de marzo de 2022, decretó la

nulidad de la sentencia impugnada, y ordenó la vinculación del ADRES, siendo

obedecida y cumplida esa decisión por la Jueza ci qz/o, por conducto del proveído

adiado s de marzo de 2022, una vez notificado el vinculado, es que concedió la

salvaguarda suplicada,  a través de la sentencia fechada  18 de marzo de 2022,

inconforme    determinación    SEGUROS    GENERALES    SURAMERICANA    S.A.,

impugnó el fallo tutelar.

LAS RESPUESTAS DEL ACCIONADO Y DE LOS VINCULADOS

1.-  SEGUROS  GENERALES  SURAMERICANA  S.A„  recalcó  que  se  debe

negar  el  amparo,   ya  que   en   su   parecer  no   existe  vulneración   a  derecho

fundamental   alguno   al  accionante,   porque   ffmos  deberes  cze  ¿a  JPS,   EPS  g

Aseguradora SOAT son amptiame"le disti;rL±os g se erLcuentran reglados en rLonnas

específicas. Igualmertie, I,a IPS es 1,a garcLníe de la corTec±a u adecuada prestación

czeJ semic.i.o cze sciJt/c! por c!Ísposíct.Óri c!e  !a  780 czel 20J 6», juzgando  por ello  que

tt[l]a Aseguradora SOAT rLo tiene competencia para autorizar o denegcLr un servicio

médico que requiera la víctima, ta:mpoco tiene faculiades para agendar, gc[rcm±izar

y/o materializar la prestación del sewicio. Al ser un seguro c±e daños, lo que se

garcmíiza,  es  que,  si la IPS  brinda el servicio  rel,acionado  con un  acci,dente  de
trárLstio,   en  cobertura  del  produc±o   SOAT,   previa  reclcrmación  de  1.a  IPS  se

procederá a sufragar los gastos erL Zos que h;aya incmrrido la IPS, 1.o cmterior por



disposición de la 780 del 2016 g corno bi,en lo encortlrará retra±ado en el Código de

Comercio)).

Encareciendo  sus argumentos defensivos,  el accionado trae a la palestra

qne (([s]i considera pertine"±e o urgertle l.a realización de algún seruici,o médico de

forma urgeT[Íe, se sugiere que se erriía l,a orderL en corL±ra de la IPS quien tiene 1.a
capacidad legal g mctierial para dcLT cumplimie"±o a la orden, o en su defesto a la
BPS de aftliaciórL que según se observa para el preserúe ccLso es SURA EPS. Esta

EPS podrá coordinar a las IPS de su red, para a través de ella poder garcm±izar el
servicio, facultad que rto ti.ene la Aseguradora SOAT, porque rLo se tiene urLa red

de IPS ni algo que se 1,e parezca¡i, reTiriéndose qne (([s]obre las incapacidades que

allega, son propias del sistema de seguridad social g rLo son gaTcmlizadas a traués
de la pótiza SOAT, lo que se garcLnfiza a trcwés de esta pótiza es una lncapacidad
Permcmeníe,  que  son dos  conceptos  r"ug  distintos.  La incapacidad laboral,  tal
como lo deftne el Decreto 780 de 2016, está a ccrrgo de la EPS de aftliación».

Del mismo modo, la aseguradora cuestionada alude que w/s/obrie ez sert/!.cÍo

deprecado por ez procedtmierL±o quirúrgico, debe ser dicho, que al igual que con los

servicios médicos, si l.a IPS ha incurrido en algún gasto, o debe incurrir en algún

gasto  de  cu.alqu.ier  tipo  para  gararTíizar  ur\a  ci±a  Tnédica  o  ci:rugía,  para  su
realización rLo requiere de ringuna autorizacíórL por parte de la Aseguradora SOAT,

símplemeníe   si  lo   realjza.   Si  lo   considera  pertine"±e,   clebe   reclamar   a  la
AseguradoTa quien afiec±aTá el rrLorúo asegurado suf.ragando los gastos qu.e estén

en cx)bertura g en los ampaTos ga enTostradosii y a.+esteL que tt[c]omo podrá advertir

SEGUROS GBNERALES SURAMERICANA S.A rto 1.a incmrrido en rringuna accj.órL u

orrisi.ón vulneradora de derechos fi),ndamen±ales, al contrario, ha estado dispuesta
a  cumplir  corL  su  deber  legal,  que  es  sufragar  los  gastos  médicos  que  l.a  IPS

considere pertinente reclamar, con tolal rLormalidad g ast se hará, hasta el llrri±e
del rnorT±o asegurado, según ez contra±o de seguro subgacerLte)}.

A  esas  cotas,  el  accionado  anota  que  í//s/Í se  £i.erie  cizgz27t  rec!cimo pu7icucz¿,

corno Teftere el accíorLcmle sobre la pr-estación del sen)ici,o que recibió debe dirigirse

a   su   BPS   de   aftliación   y   a   su   IPS   de   ctiención,   SEGUROS   GENERALES

SURAMERICANA    S.A    no    tiene    competencias    legalmerL±e    confieridas    pctra

determinaT esa situación g/ o tornar acciones al r-especlo, por lo que mal podria
deciTse que incurrió en urLa acción u omisión uulneradora¡i, recalcando que «[s]e l,e

reüera cmle su despacho que de conformidad con lo establecido en el Decreto 780
de 2016, l.a prestación de seri)icios de salud a pacierties víctimas de accide"les de
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tránsüo rLo requiere la autorizaciórL de 1,a Aseguradora del SOAT. Por esta razón,

rLo   1,e   corrLpete   a   SEGUROS   GENERALES   SURAMBRICANA   S.A.    deftrir   1,a

autorización para l.a realizacíón de exámenes, consutias, emíTega de medicamerúos

g sumirristros,  así corn,o tampoco es responsable de la deftnición del tra±amiento

para la rehabiltiaciórL que el pacie"±e requiere ni de la práctica o rLo de l.a ci:rugía
deprecadc.. Se marifiesta. rmeucmerúe que Zos gastos en l.os que incurTa l,a IPS para

Zas prestaciorLes asistenciales del acciona"±e, previo estudio de la pertinencia de
l.a facturación que se haga {legar a m:i represerT±ada será objeto de pago, si es esta

oportuno y adecuado. De la misma forma, que 1,as incapacídades laborales recaen
en la EPS de afitiación del ac±or, esto es, BPS SURA»

F`inalmente, la compañia de seguros recriminada expresa que al actor no

le ha violado ningún de]-echo  superior, ya sea por omisión  o  por acción, y pide

sea negado el resguardo constitucional.

2.-EL ADRES alega la existencia de la falta de legitimación en la causa por

pasíva,  rnernorando  que   a.  partír   tt[...]  de  los  antecedentes  señalados  y   la
normatiuidad que regula la a±ención asistencial derii)ada de accidentes de tránsito,
se  concluye  que,  por principio  de inmedictiez,  cucmdo  se producen este tipo  de

eventos, las IPS, están en la obligación constitucional de garanfizaT Za seguridad
social u la uida de sus ciLLdadanos, brindando l.os servicios médicos a las uíctimas,

conforme al grado de complejidad médica».

Bxp+icá.ndose que  «„.respecto de  la financiación de dichas prestaciones a

cargo de las IPS, existen dos posibles atlemctiívas,  desanoll.adas por el ariículo

2. 6.1. 4.2.3. del Decreto 780 de 2016», esú:rna.ndo que «resuhafiJ.ndamen±al aclarar

que dentro del probzema juridico plcmleado no se encu.erLlra l.a discusiórL de quiérL
debe asumir el costo,  si]w quién debe prestar efectivamerúe los servicios,  ccLrga

qu,e, conforme a la rLormstii]idad transcri±a, se encue"±ra en cabeza de l.a IPS».

En  esa  saga,  el  vinculado  anota  que  Ü...co7t  Zos  hechos  7tcirTaczos por  ez

acciona"±e en el escri±o de tutela, se pudo corroborar que ésta fii.e víctima de un
accj,dente de tránstio, en el cual existió urLa póliza SOAT que crmparaTa el striestro

(SEGUROS  GENERALES   SURAMERICANA  S.A)...»,   eLclELrELndo   que   «[s]i  bien  es

cierto, rLo se euidencia superación de topes tegales, esta admiristradora rLo tiene

incidencia alguna en el prese"1e caso, ga que de conforTridad al Decreto 780 de
2016 existe urLa póliza SOAT uige"±e al mornento áel sirúestro».



Por  último,  el  ADRES  expone  que  w...Za  normc}fi.Ü¡c!cicz  cz7ifes  tra7tscntci,  Jos

soportes probalorios re"itidos, g el anátisis realizado por esta Administradora con
ocasi;ón de la notificación de la adiTrisión de la acción de tutela, es postble concluir
las entidades encargadas del accidente de tránsito», son como responsable de \a
atención CLÍNICA DE FRACTURAS S.A., así como responsable de la financiación

ampara    en    coberturas    del    SOAT,    la    entidad    SEGUROS    GENERALES

SURAMERICANA S.A., y el responsable una vez se supere los topes de cobertura

del SOAT, es la entidad E.P.S.  SURAMERICANA S.A.

3.-Los restantes vinculados guardaron silencio.

LA SENTENCIA IMPUGNADA

EI Juzgado  Trece  Civil  Municipal  de  esta  ciudad,  previa  evocaciones  de

varios precedentes de la Corte Constitucional sobre diversas temáticas como el

alcance  los  derechos  a  la  salud,  así  como  las  acciones  de  tutelas  contra  las

compañías de  seguros,  es que concluyó que  próspera el amparo por considerar

qHe corL£o:rrne a \as «[l]a jurisprudencia antes citada,  es clara en señalar que iio
deben  existir  bcm.eras  de  tipo  admiristrativo  o  económico  para  acceder  a  los
seruicios de salud que se requieren, g teni,endo erL c:uartía que el ac±or rto cue"±a

con capacidad económica para sufragar el servicio de transporte paTa acudír a las
terapias  ordenadas por el médico trctiarLle,  hecho  que  logra  ser  corToborado  al

consu[±ar su estado afttiación a trai)és de la base de datos de ADRBS, en el que se
euidencia que pertenece al régirrLen subsidiado de sal:ud en condición de cabeza
de famüia,  se  concluge que taz sifiiación uulnera su derec:ho ftndcmen±al a 1.a
salud,,.

A  la  par  la juzgadora  de  primer  grado,  asentó  con  fundamento  en  las

pruebas  visibles  en  el  expediente,  principalmente  en  una  interpretación  de  la
conducta    procesal    desplegada    por    la    entidad    SEGUROS    GENERALES

SURAMBRICANA S.A., cuándo razona que w/e/s c!e ci7totczr, qtÁe ac!erriás ¿a/a!ta c!e

capacidad econó"i,ca del accionan±e rLo ha sido desuirtuada por la accionada en
su infiorrne, lo cual también conlzeua a que en apticación del pri"cipio de veracídad
dispuesto  en  el  Art.  20  del  Decreto  2591  de  1991,  se tenga  por  cierto  que  la

compañía SBGUROS  GENERALE  SURAMBRIACANA  S.A.,  en 1.a errLpresa que  ha

expedido el seguro obtiga±orio de accide"le de tróL:nsto, hecho que guarda rel.aciórL

con la orden de servicio de expedida por la CLINICA DE FRACTURAS S.A.)i.
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Finalmente,  bajo  esos  escolios  es  que  estimó  que  Íí/Z)/czjo  ese  enfe7tdt.c!o

resul±a  euidert±e  qj.e  a  la  co"pañía  cLseguradora  le  asiste  l.a  obtigación  de

garcmlizar los seriricios de salud requeridos por ez acciona"Íe, a raíz del accidente
de  tránstio  que  padeció  hasta  1.a  cobertura  del  SOAT,  que  para  este  ccLso  en

concreto consiste sufragar los costos de tra:nsporte para recibi:r las terapias ftsicas
en ccm±idad de  20  sesiones  ordenadas por el médico trata"±e g  el valor de las
rrismas,   hasta  l.a  cobertu:ra  del  seguro  obliga±orio.   Una  uez  superada  esta
cobertura corTesponde a la EPS asu"j,r los costos que se deriven de esta alención»

y por ello concede el ruego deprecado.

IA IMPUGNACIÓN

La   presentó   SEGUROS   SURAMERICANA   S.A   aduciendo   los   mismos

argumentos sentados en la contestación al escrito tutelar en que abundan citas
de fallos de la Corte CorLstitucional, para arribar a la conclusión que el amparo

se  debe  negar  por  inex[stencia  de  violación  a  los  derechos  fundamentales  al

accionante.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política,

y reglamentada por los I)ecretos 2591  de  1991, 306 de  1992 y  1382 de 2000, es
un mecanismo procesal complementario, especifico y directo con el que cuentan

los  coasociados  para  la  pronta  y  eficaz  protección  judicial  de  los  derechos

constitucionales  fundamentales  que  en  una determinada  situación jurídica  se

vean seriamente amena2;ados o vulnerados.

Es  un  medio  específico,  porque  se  contrae  a  la  protección  inmediata  de

tales  derechos  cuando  quiera  que  éstos  se  vean  afectados  de  modo  actual  e

inminente.  Bs suplementario,  porque su procedencia está supeditada a que no

exista  otro  mecanismo  legal  con  el  cual  se  pueda  conjurar  esa  amenaza  o,

existiendo, la inminenciaL del daño no pemiite mecanismo distinto a dicha acción

por   evidenciarse   que   de   no   actuarse   con   inmediatez,   aquél   se   tornaría
irreparable, es decir, 1a acción de tutela es una herramienta st¿prci !egciz,  que ha

sido instituida para dar solución eficiente a situaciones de hecho generadas por

acciones u omisiones  de  las  autoridades  públicas o  particulares,  en  los casos

expresamente señalados.



Leídos los planteamientos y cargos esbozados por el impugnante, se devela

una alegación de inexistencia de conculcación a los derechos fundamentales del

accionante,  fincada en  que  la entidad  SEGUROS  SERAMERICANA  S.A  no  está

llamada con cargo al SOAT a presentar el transporte para realizar las terapias

suplicadas  por  el  tutelante,  que  otrora  padeció  lesiones  cuyo  hontanar  es  un

accidente de tránsito, ya que esa prestación en su entender le compete otorgarla

a  la  institución  prestadora  de   salud,   que  es  en  este  caso  la  CLINICA  DE

FRACTURAS S.A., dado que el Decreto 708 de 2016 impide tal proceder, sumado

a que se invoca como argumento asociado que la entidad de aseguramiento del

rama SOAT, no contrata planes de beneñcios de salud propios de las empresas

promotoras de salud, lo que en su opinión denota que se trata de rublos distintos,
compeliendo   a   las   primeras   a   simplemente   cancelar   económicamente   los

servicios  prestados  por  la  institutos  prestadoras  de  salud,  ya  sean  clínicas  u

hospitales,  sin que  se ordenen o realicen tratamientos médicos,  en cambio las

segundas tienen mayor amplio de acción.

Ciertamente, la jueza ci quo, consideró que es procedente la acción tutelar

ya infiere que el accionante se encuentra en una situación económica deficitaria
deduciendo esas circunstancias con las probanzas obrantes en el expediente, y

que   el  actor  se  encuentra  cobijado  con  una  protección  constitucional  por
encontrarse  disminuido  fisicamente,  para  asi  estimar  que  la  prestación  de

transportes para que éste se realice las terapias cuenta con cobertura por parte

de la aseguradora accionada.

En  ese  escenario,  es  patente  que  la causa litigiosa  se  atañe  a examinar

como problema jurídico: ¿sí le asiste razón o no a los planteamientos por parte

del promotor de la salvaguardia, en el sentido que es procedente reclamar el pago

de gastos de  transportes para realizarse las terapias ordenadas por su médico
tratante por la senda de tutela y a cargo de la cobertura del seguro obligatorio de

accidentes de tránsito; en su defecto revocar o confirrnar la sentencia de primera

instancia? Por lo anterior,  se procederá a analizar las  siguientes cuestiones:  (i)

una reconstrucción de la jurisprudencia constitucional en esta materia, y (ii)  el

análisis del caso concreto.

1.-  Reconstrucción de la iurisDrudencia constitucional vigente  en  materia

de Dagos de gastos de transportes.

En un comienzo, el servicio de transporte de pacientes no se trataba en el

hoy llamado PBS; sin embargo, el parágrafo del artículo 2 de la Resolución 5261
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de  L994 señalaba que, «(. ..) cuando en el muricipio de r.esidencia del pacie"±e rLo

cuente  con  algúrL  servicio  requerido,  este  podrá  ser  rerritido  al rr"ricipio  rnás

cercano  que  cue"±e  con.  él,.  Los  gastos  de  desplazcmierLto  generados  en  las

r.emisiones serán de responsabilidad del pacie"le, saluo en los ccLsos de urgencia
debidcmerúe  certificada  o  en  1.os  pacientes  íníernados  que  requieran  cL±encíón
compleme"±aria (. . . )».

No  fue  sino  hasta  el  Acuerdo  Os  de  2009,  expedido  por  la  Comisión  de

Regulación  en  Salud,  que  se  reglamentó  el  transporte y  se  incluyó  en  el  Plan

Obligatorio de Salud en los siguientes casos:

«ARTICULO   33.   TRANSPORTE   0   TRASLADO   DB   PACIENTES.   EI   Pl.an

Obtigctiorio   de   Salud   de   cmbos   regímerLes   incluye   el   trcmsporte   en

arrLbulancia para el traslado ertlre i:nstituciones prestadoras de servicios de
salud de"tro áez t,erri±orio nacional,  de los pacientes rerri±idos,  según las
corLdicj,ones  de  cada  régimen g  terriendo  en  cuerT±a las  li,rrLjlaciones  en la

oférta  de  seruicios  áe  la  i.nstitución  en  donde  están  siendo  a±endidos,

que requieran  de  a,±ención  en un  sewicio  rLo  dispoirible  en  la  institii,ción
remisora.

E;1 servi.cio de traslado de paciert±es cubrirá el medio de trcmsporte adecuado

g  disporible  en  eE medio  geográfico  donde  se  encue"±re,  con  base  erL  el
estado de sal:ud del pacie"e, el concepto del médico tratari,te g el destino de
la reirisión g  de  c,onfbrTridad  cxm las normas  del  SisterrLa Obligctiorio  de

GaTcmlía de la Caljdad de la Atencíón en Salud.

PARAGRAFO  lo.  Sii en concepto del médico tra±aníe, el pacie"e puede ser

ctiendido  erL  un  prestador  de  rnenor  rriuel  de   cL±ención  el  trasl,ado  en

cmbulcmcia, en caso necesario, también hace parte dez POS o POS-S según
el caso. Igual ocurre en caso de ser re"tiido a a±ención dorriciliaria, en 1.os
everúos  en  que  el  pacierie   siga  estarLdo  bajo  la  resporLsab{lidad  dez

re spectiuo prestador.

PARÁGRAFO 2o. Si realizado el traslado, el pTestador dez seruicio, encuerúra

casos  de  cobertura parciaz o total,  por seguros  de  accidert±e  de  tránstio,

seguros escol,ares u sirrilares, ez i]alor del transporte deberá ser asurrrido por
ellos   ci;ntes   del  cubrimie"Ío   del   Pl.cLn   Obtigctiorio   de   Salud   de   ambos

regímenes,  en  los  términos  de  Za  c.obertura  c±el  seguro  g  la  normatiuiclacz

l)igente„.



Posteriormente,  el  Acuerdo  029  de  2011   derogó  la  anterior  regulación

eliminando el segundo parágrafo y añadiendo el siguiente artículo:

«Artícu.lo 43. Transporte del pacrierúe ambulalorio. El servicio de transporte

en un medi;o difiereníe a l.a ambulancia, para acceder a un servicio o a±ención
i:ncl:uida en el Plan Obtigalorio de  Salud,  rLo disporible en el muricipio de

residencia del afiliado, será cubierto corL cargo a la prima adi,cional de las
Urridades de Pago por Captiación respectivas, en 1,as zorLCLs geográftcas en

las que se reconozca por dispersiónii.

Luego, el artículo  126 de la Resolución 6408 de 2016, dispuso que el Plan de

Beneficios  en  Salud  con  cargo  a  la  Unidad  de  Pago  por  Capitación  cubría  el

traslado acuático, aéreo y terrestre ya sea en ambulancia básica o medicalizada

en los siguientes supuestos:

«Mouilización  de  pacierLtes  con  patología  de  urgencias  desde  el  sttio  de

ocurrencia  de  l,a  misma  hasta  una  instihición  hospi±alaria,  inctugendo  el
servicio prehosptialario y de apogo tercLpéutico en urridades móuíles.

• Entre IPS dentro del terrtiorio nacional de los pacíe"±es remtiidos, terriendo

en cuertia las limi±aciones en la oferta de servicios de la insttiución en donde
estám siendo ctiendidos, que requieran de ct±enciórL en un servicio no disporible

en  l.a  instifución  rerrisora.  Iguatme"±e,  para  estos  casos  está  cubierto  el
traslado en ambulancia en ccLso de co"tTCL"efierencía.

El servicio de traslado  cubriTá el medio de trcr:nsporte disporible en el si:±i,o

geográfico donde se encuerLITe el pacierúe, con base en su estado de salud, el
concepto del médico tra±cmle y el desti;no de la rerrrisión, de confiorTridad con

l.a normctiiuidad i)igenfe.

AsirrLismo,  se  c:ubre  el trasl.ado  en  ambulcmcj.a  del  pacie"1e  rernitido  para

atenáón domicitiaria si ez médico así lo prescri:be».

Actualmente,  el articulo  121  de la Resolución N.°  5269 del 22  de diciembre

de  2017  expedida por el Ministerio de  Salud y Protección  Social  wpor !c¿ ctJaí se

modifica  ez  Plan  de  Beneficios  erL  Salud  con  cargo  a  l.a  Urridad  de  Pago  por
Cczpttcza.Ón /[/PC/M establece que el servicio de transporte en un medio diferente a

la  ambulancia  se  efectuará  en  los   siguientes  casos:   (i)   en  los  eventos  de
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patologías  de  urgencia,  desde  el  lugar  donde  ocurrió  la  misma  hasta  una
institución   hospitalaria,    (ii)    cuando   el   paciente   deba   trasladarse    entre

instituciones   prestadoras   del   servicio   de   salud   -IPS-   dentro   del   territorio

nacional,  a  fin  de  recibir  la  atención  médica  pertinente  no  disponible  en  la

institución  remisora;  esto  aplica  independientemente  de  si  en  el  municipio  la

Entidad Promotora de Salud -EPS- o 1a entidad que haga sus veces recibe o no

una UPC diferencial o (iii) en caso de requerirse atención domiciliaria,  según lo

prescrito por el médico tratante.

No obstante,  la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que inició con la

sentencia  T-467  de  20Ci2,  frente  a  las  solicitudes  de  transporte  elevadas  por

usuarios que requieren trasladarse a una ciudad distinta a la de su residencia

para  acceder al  tratamiento  médico  prescrito,  ha ordenado  el  cubrimiento  del
servicio de transporte y ]os correspondientes a la estadía cuando:

(((i) La fal±a de recursos econóTTricos por parte del paciert±e g sus fariliares

rLo les permi±an asllrriT Zos 7Trismos y (ü) de no prestarse tal servicio se genere

un obstácuto que ponga en petigro l.a vida, la iriegridad fisica o el estado de
salud del paciente».

Asimismo, en la sentencia citada, que ha sido ese criterio reiterado en las

sentencias T-161  de 2013, T-568 de 2014 y T-495 de 2017 frente a los gastos de

transporte ha dispuesto que para su reconocimiento debe probarse que:

N(i)   EZ   paciente   es   totcLlmente   dependie"le   de   un   tercero   para   su

desplazcurie"±o,   (ti)   requiere   ctiención   permanerL±e   para   garan±izcLr   su

tn±egridad ftsica y el ejercicio adecuado de sus labores cotidicmas g (íü) ri él

ri su "úc:ieo fcmiiiar cue"ien con ios rec:ursos suficientes para fimanciar ei
traslado,,.

La creación de las reglas precedentes se originó como respuesta al objetivo

de  garantizar la accesibilidad a los  servicios  de  salud  de  todos los afiliados al

SGSSS,  ya  que  los  diferentes  planes  de  servicios  preveían  el  transporte  para

aquellos pacientes que necesitaban atención complementaria o se encontraban

en   zonas   donde   se   pagaba   una   UPC   diferencial   mayor,   no   así   para   el

desplazamiento de los usuarios que requerían un tratamiento o servicio que no
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se  encontraba disponible  en  el  municipio  de  afiliación,  que  no  constituía  una

urgencia certificada o no estaban hospitalizados.

Desde  luego,  es  abisal  que  el  reconocimiento  de  los  gastos  derivados del

transporte durante los respectivos desplazamientos también es un resultado de

la  aplicación  de  los   postulados  desarrollados  en   precedencia   -integralidad,

accesibilidad  y  solidaridad.   Para  la  Corte  Constitucional  esta  conclusión  se

infiere   del   desarrollo  jurisprudencial   hasta   ahora   abordado   y   del   que   a

continuación se expondrá.

Pues  bien,  respecto de  dicho  servicio  la alta Corte en  sentencia T-197 de

2003, estableció la procedencia del amparo a quien presentara una discapacidad

mental  como  que  no  pudiera valerse  por  sí  mismo y que  correspondiera a un

menor  de  edad  o  una  persona  de  la  tercera  edad  cuando  se  acreditaran  los

supuestos previstos en precedencia.

En sentencia T-003 de 2006, dicho Tribunal Constitucional dispuso que la

EPS  accionada  sufragara  los  gastos  derivados  del  transporte  del  solicitante,

teniendo en cuenta las condiciones de este quien era una persona de la tercera

edad,   sin   recursos   para   garantizarse   la   asistencia  y   con   dificultades   de

desplazamiento.

Posteriormente,  en  el  precedente  T-346  de  2009,  la  Corte  amparó  los

derechos fundamentales de un menor de edad que  requería trasladarse a una
IPS  en  su  mismo  lugar de  residencia ya que  se  acreditó  que  de  no  realizar el

desplazamiento se afectaba el progreso de su recuperación, como que debido a

su incapacidad dependía totalmente de un tercero para desplazarse y, a su vez,

al constatarse que la familia de éste no contaba con los recursos para sufragar
los traslados.

En esa misma linea,  en el fallo T-709 de 2011  se consideró que:  w/.../ foc!c2

persorLa tierLe derecho a que se rern.ueuan las barreras g obstácul.os que le impidan
acceder a los servicios de  salud que requiere  corL necesidad,  cuando éstas  (sic)
implicarL el desplazarrrierúo a un tugar disti"lo al de la residencia, debido a que en
el süio no existen í:nsttiucj.ones en capacidad de prestarlo, g no pueda asurrir los
costos de dicho trasladoi).

HE
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En providencia T-033 de 2013, la Corte estudió un proceso acumulado de

casos  de  tutelas  de  los  cuales,  los  expedientes     T-3.596.502  y  T-3.604.205

versaban sobre un menor de edad y una mujer de 50 años de edad que requerían,

entre  otros,  el  reconocimiento  del  servicio  de  transporte  para  la  asistencia  al

lugar donde se les realizaban los controles, valoraciones y tratamientos de sus

enfermedades, pues el menor residía en la vereda EI Avispero y debía trasladarse

hasta Neiva (Huila); por .su parte, la señora residía en el municipio de Chinacota

(Norte  de  Santander)  y  necesitaba  desplazarse  hasta  la  ciudad  de  Cúcuta,
concluyéndose  que  a ambos accionantes  les asistía derecho  al reconocimiento

del     transporte    tras    constarse     el    cumplimiento     de     las     sub    reglas

jurisprudenciales.

Asimismo, en la decisión T-653 de 2016 se examinó la solicitud presentada

por la madre de un menor de edad con diagnóstico médico de hipoxia perinatal

y  parálisis  de  ERB,  el  cual  reclamaba  que  le  fuese  reconocido  el  servicio  de
transporte  para  el  niño  y  un  acompañante,  ida  y  vuelta,  desde  su  lugar  de
residencia  hasta  los  diferentes  centros  de  salud  en  los  que  se  realizaba  el

tratamiento médico del niño. En esa ocasión, la Corte Constitucional coligió que

al acreditarse el cumplirniento de dichas reglas, se estaba ante una circunstancia

que obliga al juez de tutela a garantizar el acceso del derecho a la salud, en virtud
del principio de solidaridad.

En  providencia T-C)62  de  2017,  se  analizaron  los  casos  de  dos  personas

que requerían el reconocimiento de los gastos de transporte desde  su lugar de
residencia hasta las IPS correspondientes para llevar a cabo sus tratamientos al

igual que la necesidad de realizar dichos desplazamientos con un acompañante

debido   a   sus   patologías,   los   cuales   fueron   concedidos   al   corroborarse   el

cumplimiento de los requisitos para su otorgamiento.

Ahora bien,  en es[as  determinaciones  evocadas  se  advierte  que  la Corte

Constitucional cuando analiza el reconocimiento de transportes, toma en cuenta

las  reglas  jurisprudencjales  anotadas  en  el  acápite  anterior  para  otorgar  el

servicio de transporte de los usuarios del SGSSS que requieren trasladarse a una

ciudad  distinta  a  la  de  su  residencia  para  acceder  al  tratamiento  médico

prescrito:

(((i) La falta de reciJ.rsos econórnicos por parte del pacierLte g sus famüiares

no les permitan as"rrir los rrrismos g  (ii) de rLo prestar.se tal seTvi,áo se
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genere un obstáculo que ponga en pezigro la uida, la in±egridad fisica o el
estado de salud del paciertie».

Cuando  se  requieren  dichos  servicios  para un  acompañante  también  se

estudia que:

«(üi)   El  pacierie  es  totalmerLíe   dependiertie  de  un  tercero  para  su

desplazamierúo,  (iv)  requiere  ctiención permanen:±e  para  gararL±izar  su

integridad ftsica g el ejercicio adecuado de sus 1.abores cotidicLnas g (ui) rri

él rri su rtúcleo farritiar cuenien con l.os recursos suficie"ies para ftncmciar
el traslado)}.

Así  las  cosas,  cuando  se  presenta  la  remisión  de  un  usuario  a  una

institución de salud en una zona geográfica diferente a la de su residencia o desde

su residencia al lugar de la prestación del servicio de salud, se deberá analizar si

se  adecua  a  los  presupuestos  estudiados  en  precedencia,  esto  es:  (i)  que  el

paciente  fue  remitido  a  una  IPS  para  recibir  una  atención  médica  que  se
encuentra disponible en la institución remisora o que como en el caso el médico

tratante  ordenó  la  práctica  de  terapias  en  dicha  institución  de  salud,  (ii)  el

paciente y sus familiares carecen de recursos económicos impidiéndoles asumir
los servicios y, (iii) que de no prestarse este servicio se genere un obstáculo que

ponga en peligro la vida, la integridad fisica o el estado de salud del paciente.

11.-Caso concreto

1.-  Dentro  del  caso  sub  eJx.amírLe,  revisados  los  dictados  y  precedentes

analizados se avizora que la acción tutelar es procedentes, por varias razones; en

primer lugar, es claro que se acreditó en el plenario la edificación de un perjuicio
irremediable que habilita la invocación de la solicitud de amparo, dado que ya la

atención  vital  que  requiere  el  señor  LJUAN  ALBERTO  FONSECA  TAPIAS,  fue

agotada ya que se le practicó la cirugía y el tratamiento médico que requeria por

parte  de  la  CLÍNICA  DE  F`RACTURAS   S.A.,   en  la  calenda  de   septiembre  a
diciembre  de  2021,  aconteciendo  due  esos  actos  médicos  se  realizaron  con

anterioridad a la presentación de esta tutela, pero en la página  14 del escrito de

amparo,  se  aprecia  que  el  médico  tratante  ORLANDO  ARDILA  adscrito  a  la

CLÍNICA DE F`RACTURAS S.A., el día  19 de enero de 2022, ordenó wterczpi.afisi.ca

sest.Ón»,  concretamente  w20  sesi.ones»  en  la  entidad  IPS  BIENESTAR  S.A.,  de

manera que la solicitud de reembolso de los gastos por transportes afloran como

h,
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edificantes  de  un  perjuicio  irremediable  porque  se  atisba  la  inminencia  de  la

consumación de un daño irreparable, en razón que esas terapias son ordenadas

por el médico tratante del accionante como un presupuesto para su recuperación

y sanación  de las  severas  lesiones en  sus extremidades fruto  del accidente  de
tránsito.

En segundo lugar, es abisal que el amparo deprecado cumple con las dos

sub    reglas   jurisprudenciales    para   la   procedencia    de    esta   tipología   de

reclamaciones, cual es que el accionante y su núcleo familiar, se encuentran en
imposibilidad  por  carencia  de  recursos  económicos  para  costear  tales  gastos,

comoquiera que es coruscante y está demostrado en el expediente que el señor

F`ONSECA  TAPIAS,  se  encuentra  vinculado  al  sistema  de  seguridad  social  en

salud en el régimen subs,idiario más no en el contributivo, tal como se aprecia en

la pieza documental acompañada en la página 33  tanto de  la contestación del

amparo como del escrito de impugnación, lo que denota que no tiene los ingresos

suficientes para cotizar en el sistema de salud y tiene que acceder a esos servicios

subsidiado,  no  siendo  derribado  ese  pilar en  que  se  apoya el  fallo  de  primera

instancia,   ya   que   nin¿mna   ataque   impugnador   se   dirige   a   desvirtuar   la

insuficiencia  económica  alegada  por  el  accionante  que  le  impide  pagar  esos

gastos de transporte para realizarse esas terapias, ni tampoco se demostró que
algún  miembro  de  su  gmpo  familiar  tuviese  esos  recursos  pecuniarios  para

atender esos gastos por transportes, 1o que denota que ese puntal de la sentencia

combatida se mantiene cmhiesto.

Adicionalmente,  e]l  recurrente  no  encamina  un  solo  esbozo  argumental

siquiera periférico tendiente a desvirtuar que en este caso,  no se satisfacen las

sub  reglas  jurisprudenciales  establecidas  por  la  Corte  Constitucional,  para

conceder   esos   gastos   de   transporte,   confinándose   el   esfuerzo   dialectico

únicamente   a   las   meiiciones   que   por   imperativo   legal   no   debe   asumir

incapacidades,   que  no  es  una  prestación  pedida  con  la  tutela,   o  que  los

tratamientos  médicos  no  se  debe  atenderlos,  cuestión  tampoco  pedida  con  el

amparo,  lo que denota lo desenfocados de los ataques de impugnación en esas

temáticas  ajenas  al  debate  constitucional,  sumado  a  que  el  alegato  que  el

aseguramiento del ramo de SOAT, no cobija cobertura de gastos de transportes

de  los  accidentados,  es  contraevidente  en  el  escenario  constitucional,  legal  e

incluso  con  las  pruebas,  recabas  en  el  expediente,  ya  que  es  palmario  que  la

legislación   profusamente   citada   por   SEGUROS   SURAMERICANA   S.A.   y   el

ADRES, establece que el SOAT si cobija gastos de transporte solamente hasta la
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cobertura, en lo que excede lo asume las EPS y en ausencia de éstas el ADRES,

lo que implica que no es cierto que legalmente el asegurador se encuentre eximido

de   pagar  esas  erogaciones   por  transportes   de   los   pacientes   para   realizar

tratamientos,     ni    que    decir    que    con    la    contestación    de     SEGUROS

SURAMERICANA  S.A.,   se  acompaña  el  certificado  de  coberturas  y  amparos

visibles  en  la  página  21,  en  que  se  visualiza  la  existencia  de  la  cobertura  de

indemnización por gastos de transportes y movilización de víctimas, por un valor

de $ 302.842, habiéndose gastado cero pesos de esa cobertura, de manera que

ese  pilar argumental  con  que  se  pretende  horadar los  cimientos  del fallo,  son

contraevidentes e impotentes para derribar la providencia opugnada,  dado que

está probada la existencia de esa carga.

Con   todo,   1a   evidencia   es   coruscante   que   la   sentencia   se   impone

modificarla, concretamente en el numeral 2° de su parte resolutiva, en el sentido

que  se concede el amparo y se ordena a la entidad SEGUROS SURAMERICANA
S.A.,  que  sufrague  los gastos de  transportes  para las  20  terapias  fisicas en  la

sede  de  la  IPS  BIENESTAR  S.A.,  solamente  hasta  el  monto  de  cobertura  en  el

seguro obligatorio de accidente de tránsito, que asciende a la suma de $ 302.842,

en  lo  que  exceda  ese  monto  deberá  asumirlo  la entidad  EPS  SURAMERICANA

S.A.-CM del régimen subsidiario, de conformidad al Decreto 708 del 2016.

En buenas cuentas, el numeral 2° del fallo impugnado será modificado, en

lo demás será confirmado.

Conforme  a  lo  anteriormente  expuesto,  EL  JUZGADO  DIECISEIS  CIVIL

DEL CIRCUITO  DE BARRANQUILLA ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE

DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,

RESUELVE

PRIMERO:   CONFIRMAR el numeral  1° de la parte resolutiva de la sentencia de

fecha 18 de marzo de 2022, mediante la cual el Juzgado Trece Civil Municipal de esta

ciudad,   concedió   el  amparo   tutelzm  promovido   por  el   señor  JUAN  ALBERTO

FONSECA TAPIAS contra SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A. , en dónde

fueron vinculados EPS SURA,  CLÍNICA DE F`RACTURAS Y EL ADRES.

SEGUNDO:  MODIFICAR  el  numeral  2°  de  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia

adiada  18  de  marzo  de  2022;  para  en  su  lugar,  ORDENAR  al  Dr.  CARLOS
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AUGUSTO  MONCADA  PRADA,  Representante  Legal  Judicial  de  la  compañía

SEGUROS  GENERALES   SURAMERICANA  S.A.   o  quien  haga  sus  veces  y  le

corresponda  el  cumplirrLiento  de  lo  aquí  dispuesto,  que  dentro  del  término  de

cuarenta   y   ocho   (48)   horas,   contado   a   partir   de   la   notificación   de   esta

providencia,   garantice   a.l   accionante  JUAN   ALBERTO   F`ONSECA  TAPIAS   la

prestación  de  los  servicios  prescritos  por  el  médico  tratante,  consistente  en
terapias fisicas en canticlad de 20 sesiones fisicas en la entidad IPS BIENESTAR

S.A., debiendo igualmente garantizar al accionante el servicio de transporte ida

y regreso desde su lugar de residencia a la institución que le preste el servicio,
solamente hasta el monto de la cobertura del seguros obligatorio de accidente de

tránsito que asciende a la cuantía de TRESCIENTOS  DOS MIL OCHOCIENTOS

CUARENTA Y DOS PESOS ($ 302.842), en el evento que los gastos de transportes

a   favor   del   accionant€i   anotados,   sobrepasen   dicha   cobertura   del   seguro

obligatorio de accidente (le tránsito, deberá los gastos de transporte ser asumidos

por la entidad   EPS SURAMERICANA S.A.-CM del régimen subsidiario.

TERCERO: CONFIRMAR los numerales tercero y cuarto de la parte resolutiva de

la  sentencia  del   18  de  marzo  de  2022  proferida  por  el  Juzgado  Trece  Civil

Municipal de Barranquilla.

CUARTO: Notifiquese  esta  sentencia  a  las  partes  en  la forma  más  expedita,  y

comuníquese esta decisión al cz-gt/o.

C)UINTO:   Dentro   del   término   legalmente   establecido   para   ello,   remítase   el

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFI UESE Y CUMPLASE

LA JUEZA
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